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 Autos y Vistos; Considerando: 

  1°) Que la presente contienda negativa de competencia 

se suscitó entre el Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional 

n° 26 y el Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 5 para 

entender en la causa en la que se imputa a dos personas haber 

enajenado medicamentos o mercaderías peligrosas para la salud 

(art. 201 del Código Penal); (conf. fs. 12, 23/25 y 27 del 

incidente respectivo). 

  El Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional n° 26 

declinó su competencia a favor de la justicia de excepción con 

sustento en que los hechos hallaban adecuación típica tanto en 

el  art. 201 del citado Código como en las disposiciones de la 

ley 16.463, esta última de competencia del fuero de excepción, 

según doctrina de la Corte Suprema que cita.  

  Por su parte, el Tribunal Oral en lo Criminal Federal 

n° 5 rechazó la competencia asignada por entender que las normas 

en cuestión guardarían entre sí una relación de consunción y que 

el delito común contra la seguridad pública agotaría todo el 

contenido material del comportamiento imputado. De ahí que 

entendió que el art. 22 de la citada ley 16.463 -que otorgaría a 

los hechos carácter federal- solo se refería a los supuestos de 

adulteración de sustancias o medicinas. 

      Con la insistencia del Tribunal Oral en lo Criminal y 

Correccional n° 26 quedó trabada formalmente la contienda de 

competencia. 

Buenos Aires, 18 de Marzo de 2021
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  2°) Que corresponde a esta Corte Suprema de Justicia 

de la Nación resolver el presente conflicto de competencia 

trabado entre dos tribunales orales, uno nacional ordinario y el 

otro federal. Esto con base en la sanción de la ley 26.371 que, 

por un lado, dispuso la creación de la Cámara Nacional de 

Casación en lo Criminal y Correccional con competencia revisora 

respecto de las decisiones de los magistrados del fuero nacional 

ordinario en materia penal y, por otro lado, en forma 

consecuente, modificó la competencia revisora que antes tenía la 

Cámara Federal de Casación Penal –anteriormente denominada 

Cámara Nacional de Casación Penal-, la que quedó circunscripta 

respecto de las decisiones de los magistrados del fuero federal 

en materia penal (arts. 2° y 3°).  

  3°) Que con anterioridad a la sanción de la citada 

ley, la Corte Suprema entendía que, en supuestos como el aquí 

analizado, los órganos intervinientes tenían en la Cámara 

Federal de Casación Penal, entonces denominada Cámara Nacional 

de Casación Penal,  un órgano superior jerárquico común -en los 

términos del art. 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, 

ratificado por ley 14.467- habilitado para dirimir la 

controversia por constituir dicha Cámara una jurisdicción de 

revisión de sus resoluciones (confr. CSJ 400/2012 (48-C)/CS1 

“Temes Coto, Valentín s/ denuncia”, sentencia del 20 de 

noviembre de 2012; CSJ 863/2012 (48-C)/CS1 “Monges, Richard 

Adalberto s/ hurto de automotor o vehículo dejado en la vía 
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pública”, sentencia del 30 de abril de 2013; Fallos: 316:1524; 

322:3268 y sus citas; entre muchos otros). 

  Sin embargo, frente a este nuevo escenario normativo, 

no puede mantenerse el criterio jurisprudencial según el cual 

esta Corte entendía que la Cámara Federal de Casación Penal –

anteriormente denominada Cámara Nacional de Casación Penal-, se 

encontraba habilitada para decidir cuestiones de competencia 

como las aquí examinadas. Ello así desde que la premisa que lo 

sustentaba se ha visto modificada sustancialmente por la 

referida ley 26.371, ya que no existe en la actualidad un 

tribunal superior común con competencia revisora que pueda 

entender en los asuntos sometidos a conocimiento de ambos 

órganos jurisdiccionales.   

  La implementación de una política judicial congruente 

impone, en consecuencia, la necesidad de revisar el criterio 

adoptado hasta ahora para decidir conflictos como los del sub 

examine, habida cuenta de que la autoridad del precedente debe 

ceder ante la comprobación de la inconveniencia de mantener una 

doctrina que –en el caso- se ha visto modificada con motivo del 

dictado de una norma legal que, al crear la Cámara Nacional de 

Casación en lo Criminal y Correccional como un nuevo órgano 

jurisdiccional con competencia para juzgar sobre cuestiones que 

antes estaban también en cabeza de la Cámara Federal de Casación 

Penal –anteriormente denominada Cámara Nacional de Casación 

Penal-, ha dejado sin sustento la consideración de que exista un 

órgano superior común.  
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  La circunstancia de que cada órgano judicial que 

interviene en el conflicto reconozca un órgano superior 

jerárquico con competencias disímiles  -respectivamente, la  

Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional y la 

Cámara Federal de Casación Penal- obsta a que pueda mantenerse 

en el estado actual la doctrina referida.  

  4°) Que aun cuando la necesidad de abandonar el 

criterio que regía en estos supuestos encuentra sustento 

suficiente en la sanción de la referida ley 26.371, no puede 

perderse de vista que la solución aquí adoptada es la que además 

permite  guardar correspondencia con las implicancias normativas 

y conceptuales que se derivan de la doctrina sentada por esta 

Corte Suprema en la causa “Nisman” (Fallos: 339:1342 y sus 

citas), las que, ineludiblemente, han impactado y continúan 

impactando en el modo en que hasta entonces se resolvían 

distintos conflictos de competencia entre tribunales nacionales 

con competencia ordinaria y tribunales federales, así como en la 

revaloración de las doctrinas elaboradas en su consecuencia. 

  En tal sentido, y con posterioridad al citado fallo 

“Nisman”, esta Corte Suprema ha resuelto diferentes situaciones 

en forma consecuente con esa nueva regla (confr. Fallos: 341:611 

“José Mármol”; 341:764 “OS-Ostep”; 342:509 “Bazán”; 342:533 

“Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”; Competencia FSM 

17076854/1986/CS1 “Banco de la Nación Argentina c/ Gorojovsky, 

Eduardo Adrián y otros s/ cobro de pesos/sumas de dinero”, 

sentencia del 4 de junio de 2019; CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, 
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Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, 

sentencia del 17 de diciembre de 2019 y lo dispuesto en las 

acordadas 4 y 7 del año 2018).  

  En el citado precedente “Nisman”, este Tribunal 

estableció que no corresponde equiparar a los tribunales 

nacionales ordinarios con los tribunales federales que tuviesen 

asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dicha conclusión 

encontró apoyo en lo decidido en Fallos: 338:1517 -voto de los 

jueces Lorenzetti y Maqueda- donde se puso énfasis en el 

carácter nacional meramente transitorio de los tribunales 

ordinarios con asiento en la Capital Federal y en el 

reconocimiento constitucional de la autonomía de la Ciudad de 

Buenos Aires (art. 129 de la Constitución Nacional), así como en 

la competencia ordinaria que ejercen sus tribunales. 

  5°) Que, en consecuencia, ante la inexistencia de un 

órgano jurisdiccional que, en razón de la competencia funcional 

revisora que se le reconocía, se admitía como habilitado para 

entender en estos planteos, como a la ausencia de un órgano 

superior jerárquico común para dirimir la contienda, corresponde 

abandonar el criterio que venía receptándose para decidir estos 

conflictos de competencia y disponer que, de ahora en más, es la 

Corte Suprema el tribunal que deberá entender en estos asuntos, 

de conformidad con lo dispuesto por el art. 24, inciso 7°, 

primera parte, del decreto-ley 1285/58. 
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  Sentado ello, este Tribunal comparte las 

consideraciones formuladas en el dictamen de la Procuración 

General de la Nación, con excepción del primer párrafo, a las 

que corresponde remitir por razón de brevedad a fin de no 

incurrir en repeticiones innecesarias (fs. 34/34 vta.). 

 Por ello, concordemente con lo dictaminado por el 

Procurador General de la Nación interino, se declara que resulta 

competente para conocer en las actuaciones en las que se originó 

el presente incidente el Tribunal Oral en lo Criminal y 

Correccional n° 26, al que se remitirá. Hágase saber al Tribunal 

Oral en lo Criminal Federal n° 5. 

 

         DISI-//- 
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-//-DENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ  

 Considerando: 

  Que al caso resulta aplicable, en lo pertinente, lo 

resuelto en la Competencia “José Mármol 824 (ocupantes de la 

finca)” (Fallos: 341:611) voto en disidencia del juez 

Rosenkrantz, a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde 

remitirse en razón de brevedad. 

 Por ello y oído el señor Procurador General de la Nación 

interino, se declara que deberá enviarse el presente incidente a 

la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, a 

sus efectos. Hágase saber al Tribunal Oral en lo Criminal y 

Correccional n° 26 y al Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 

5. El citado precedente podrá ser consultado en la página web 

del Tribunal www.csjn.gov.ar.  

 

         DISI-//- 
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-//-DENCIA DE LA SEÑORA VICEPRESIDENTA DOCTORA DOÑA ELENA I. 

HIGHTON de NOLASCO  

 Considerando: 

  Que al caso resulta aplicable, en lo pertinente, lo 

resuelto en la Competencia “José Mármol 824 (ocupantes de la 

finca)” (Fallos: 341:611) voto en disidencia de la jueza Highton 

de Nolasco, a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde 

remitirse en razón de brevedad. 

 Por ello y oído el señor Procurador General de la Nación 

interino, se declara que deberá enviarse el presente incidente a 

la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, a 

sus efectos. Hágase saber al Tribunal Oral en lo Criminal y 

Correccional n° 26 y al Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 

5. El citado precedente podrá ser consultado en la página web 

del Tribunal www.csjn.gov.ar.  
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"Incidente nO 3 - Imputado: D , Verónica y otro si incidente de 

incompetencia" .  

CCC 46327/20 1 liTO lI3/CS2 

Suprema Corte: 

Sin perjuicio del criterio expuesto por esta Procuración 

General en el dictamen emitido el 15 de marzo de 2016 en la causa 

CFP 9688/2015/l/CAI-CS1, "José Mármol 824, ocupantes de la finca 

si incidencia de incompetencia", en virtud de la vista conferida en 

razón de lo resuelto por V.E. el 12 de junio del corriente año en el 

referido incidente, corresponde que me pronuncie en este conflicto 

negativo de competencia suscitado entre el Tribunal Oral en lo 

Criminal y Correccional nO 26 de esta ciudad y el Tribunal Oral en lo 

Criminal Federal nO 5, que tuvo lugar en la causa en la que se imputa a 

dos personas haber enajenado medicamentos o mercaderías peligrosas 

para la salud (artículo 201 del Código Penal). 

Los jueces nacionales declinaron su competencia a favor 

de sus pares federales, con base en que los hechos hallaban adecuación 

típica tanto en el artículo 201 del Código Penal, como en las 

previsiones de la ley 16.463, ésta última de competencia del fuero de 

excepción según el criterio de Fallos: 321:1434; 324:3940 y 327:5173 

(fojas 12). 

Los magistrados federales, por su parte, rechazaron esa 

asignación. Por un lado, consideraron que las normas en cuestión 

guardarían entre sí una relación de consunción y que, el delito común 

contra la seguridad pública agotaría todo el contenido material del 

comportamiento imputado. Por otro, entendieron que el tipo del 



artículo 22 de dicha legislación -que en todo caso otorgaría a los 

hechos carácter federal- sólo se referiría a los supuestos de 

adulteración de sustancias o medicinas (fojas 23/25). 

Con la insistencia del tribunal en lo criminal, quedó 

formalmente trabada la contienda (fojas 27). 

Ha sostenido V.E. que la competencia federal es limitada, 

y de aplicación restrictiva (Fallos: 321:1860; 323:872 y 2590). 

Frente a ello, dado que los hechos hallarían en principio 

adecuación típica en el artículo 201 del Código Penal, de naturaleza 

común, y atento que el artículo 22 de la ley 16.463 -único que remite a 

las penalidades establecidas en el capítulo IV de dicho ordenamiento 

sustantivo- sólo se refiere a la adulteración de los productos 

comprendidos en esa legislación, y no a su tráfico, opino que 

corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal nO 26, continuar 

conociendo en estas actuaciones (vid. Fallos: 327:719). 

Buenos Aires,.,9& de noviembre de 2018. 

E S C O P 1 A EDUARDO EZEQUIEL CASAL 




